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Germán Ricardo Novoa Gutiérrez vs PAR ISS. Radicación 66001-31-05-003-2014-00188-01


Providencia:                               Providencia del 19 de septiembre de 2018 

Radicación Nro. :

66001-31-05-003-2014-00188-01

Proceso:


Ejecutivo

Demandante:


Germán Ricardo Novoa Gutiérrez 
Demandado:                             
Nación-Ministerio de Salud y Protección Social     

Juzgado de origen:

Juzgado Tercero Laboral del Circuito 

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Temas:

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA / RESPONSABILIDAD DEL MINISTERIO DE SALUD FRENTE A OBLIGACIONES DEL EXTINTO ISS / NO LA TIENE.
RESTRICCIÓN DE EXCEPCIONES EN EJECUTIVOS A CONTINUACIÓN DEL ORDINARIO / NO DEBE APLICARSE A ENTIDAD NO VINCULADA AL ORDINARIO.
¿Está obligada la Nación a través del Ministerio de Salud y Protección Social a asumir las obligaciones del extinto Instituto de Seguros Sociales?
… de acuerdo con el artículo 19 del Decreto 2013 de 2012 modificado por el artículo 3º del Decreto 652 de 2014, la Nación está llamada a atender las obligaciones del extinto ISS, siempre y cuando los recursos de dicha entidad no sean suficientes.

En ese orden de ideas, es claro que mientras no se tenga certeza de la falta de recursos para que el PAR ISS asuma el pago reclamado por esta vía, la Nación a través del Ministerio de Salud y Protección Social, -Decreto 541 de 2016 modificado por el Decreto 1051 de igual año-, no está llamada a responder por las obligaciones laborales a cargo del extinto Instituto de Seguros Sociales, en calidad de empleador.
… es necesario precisar que, a pesar de la restricción prevista en el artículo 442 del C.G.P. que limita la formulación de las excepciones que se deben proponer cuando el título ejecutivo es un sentencia judicial a las estrictamente consagradas en la norma, e incluso, condiciona su fundamentación a la ocurrencia de hechos posteriores a la sentencia que sirve como título de recaudo, en el presente asunto, la entidad excepcionante no fue vinculada al proceso ordinario y en ese sentido mal haría la Sala en limitar su medio de defensa, cuando se le imputa una obligación respecto de la cual no tenía conocimiento.

SALVAMENTO DE VOTO – MAGISTRADA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN: 

… manifiesto mi inconformidad frente a la decisión mayoritaria por cuanto considero que la apelación del PAR I.S.S., a pesar de que se declaró inadmisible, está encaminada precisamente a resaltar que no tiene dinero para pagar el crédito de este asunto, por lo que no es cierto que se presente una falta de claridad, y aunque existiera dicha falta de claridad, esa es la razón para mantener vinculado al Ministerio. Sólo la seguridad de que el PAR I.S.S. tiene recursos daría lugar a revocar la providencia de primera instancia.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, doce de septiembre de dos mil dieciocho

Acta número ___ de 19 de septiembre de 2018

En la fecha, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales y la Nación – Ministerio de Salud y Protección Social contra el auto proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad el día 8 de junio de 2018, que declaró no probadas las excepciones propuestas dentro del proceso ejecutivo laboral que les promueve el señor Germán Ricardo Novoa Gutiérrez, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-003-2014-00188-02.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.

Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

El señor Germán Ricardo Novoa Gutiérrez, luego de obtener decisión favorable a sus intereses el día 16 de septiembre de 2014, modificada por esta Sala de Decisión en providencia de fecha 23 de septiembre de 2015, consistente en la declaratoria de existencia de un contrato de trabajo entre él y el Instituto de Seguros Sociales en liquidación y la orden a éste de pagar a su favor la suma de $880.605 por concepto de prestaciones sociales y un total de $3.500.000, a título de costas procesales, solicitó a continuación del proceso ordinario laboral la ejecución de la citada providencia.

Mediante el auto que libró mandamiento de pago de fecha 6 de febrero de 2017 –fls 163 a 164- se ordenó la notificación personal de la parte ejecutada, una vez se perfeccionaran las medidas previas solicitadas y decretadas en esa misma providencia o cuando el interesado lo solicitara.

El día 2 de marzo de 2017 el PAR ISS presentó escrito por medio del cual confirió poder amplío y suficiente a un abogado para que la representara en el trámite ejecutivo, motivo por el cual, mediante auto de fecha 13 de marzo de 2017, el juzgado determinó que la notificación quedaba surtida por conducta concluyente; no obstante la entidad guardó silencio dentro el término conferido para pagar y/o proponer excepciones.

Mediante providencia de fecha 6 de febrero del presente año, la  a quo  dispuso la vinculación a la litis del Ministerio de Salud y Protección Social, en virtud a la liquidación definitiva del Instituto de Seguros Social y de conformidad con lo establecido en el artículo 6º del Decreto 0553 de 2015 y en consideración a que, de acuerdo con el Decreto Ley 4107 de 2011,  la extinta entidad se encontraba adscrita a esa Cartera.

Vinculado al trámite, dicho Ministerio, formuló como excepciones las que denominó “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Se está ejecutando a quien no es el deudor ni es causahabiente de éste”, “Inexistencia del derecho reclamado” e “Inexistencia de la obligación”.
En audiencia celebrada el 8 de junio de 2018, el juzgado de conocimiento declaró no probadas dichas excepciones, al considerar que, en virtud a la extinción del Instituto de Seguros Sociales, la Nación, a través del Ministerio de Salud y Protección Social, estaba llamado a cumplir con las obligaciones laborales de la desparecida entidad, de conformidad con lo establecido en el artículo 19 del Decreto 2013 de 2012, modificado por el Decreto 659 de 2014, posición respaldada no sólo por la ley, sino por la Corte Constitucional al pronunciarse respecto a la exequibilidad del artículo 12 de la Ley 1105 de 2006, que modificó el  Decreto Ley  256 de 2000.

Inconforme con la decisión, la Cartera ejecutada la apeló señalando que aunque no desconoce que, de conformidad con la normatividad citada por la falladora, algunas de las obligaciones insolutas por el desparecido Instituto de Seguros Sociales eventualmente estarían a su cargo, no puede perderse de vista que en virtud a la liquidación de la entidad se suscribió el contrato de fiducia mercantil No 015 de 2015 por medio del cual se constituyó el Patrimonio Autónomo de Remanentes y se estableció que Fiduagraría sería su administradora, el cual manejaría todos los bienes y los dineros derivados del proceso concursal con cargo a dichos bienes se debían pagar las acreencias insatisfechas los trabajadores del ISS.
En este momento se establece que el PAR cuenta con recursos y no se ha demostrado en el proceso que estos se hayan agotado, por lo que la competencia para disponer el pago de lo debido es del Patrimonio Autónomo de Remanentes administrado por la citada Fiduciaria, configurándose en sujeto pasivo el Ministerio de Salud y Protección Social, únicamente cuando los recursos se encuentren totalmente agotados y no sea posible su pago por parte de aquél.
También recurrió respecto a la imposición de costas a su cargo, toda vez que las excepciones propuestas no fueron hechas de forma temeraria, desconociendo la legislación actual, pues la intensión de la entidad es demostrar las condiciones bajo las cuales se encuentra la obligación y la falta de legitimación que le asiste al Ministerio para poder entrar a cancelar el capital aquí cobrado, máxime cuando no es su obligación, si aún existen recursos en el PAR para satisfacer la obligación.

El PAR ISS a su turno indicó que no existe la obligación de asumir el pago de la obligación cobrada, ya que ésta debió ser asumida por el Instituto de Seguros Sociales cuando aún contaba con patrimonio y autonomía financiera y no imponérsela al Patrimonio Autónomo de Remanentes, quien no tuvo la oportunidad de defenderse en el trámite ordinario.
El recurso de apelación fue concedido en el efecto suspensivo y remitido el expediente ante esta Corporación para decidir lo pertinente; no obstante, mediante auto de fecha 19 de julio del año que corre, en esta Sede, se declaró inadmisible el recurso de apelación formulado por el PAR ISS.
Encontrándose entonces la Sala dispuesta para resolver lo concerniente a la alzada presentada por el Ministerio ejecutado, es necesario hacer las siguientes.

CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Está obligada la Nación a través del Ministerio de Salud y Protección Social a asumir las obligaciones del extinto Instituto de Seguros Sociales?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. DE LAS OBLIGACIONES DEL EXTINTO INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES COMO EMPLEADOR.

El Decreto 2013 de 2012, por medio del cual se dispuso la supresión del  Instituto de Seguros Sociales estableció en el artículo 19 modificado por el artículo 3º del Decreto 652 de 2014 que “El pago de las indemnizaciones, acreencias laborales y gastos propios del proceso Liquidatorio, se hará con cargo a los recursos del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación. En caso en que los recursos de la Entidad en Liquidación no sean suficientes, la Nación atenderá estas obligaciones con cargo a los recursos del Presupuesto General de la Nación”. 

A su vez, el artículo 35 del Decreto 254 de 2000, contentivo del régimen para la liquidación de las entidades públicas del orden nacional, dispone en el artículo 35, modificado por el artículo 19 de la Ley 1105 de 2006, que:

“A la terminación del plazo de la liquidación, el liquidador podrá celebrar contratos de fiducia mercantil con una entidad fiduciaria por el cual se transferirá activos de la liquidación con el fin de que la misma los enajene y destine el producto de dichos bienes a los fines que en el inciso siguiente se indican. La entidad fiduciaria contratista formará con los bienes recibidos de cada entidad en liquidación un patrimonio autónomo.

La entidad fiduciaria destinará el producto de los activos que les transfiera el liquidador a pagar los pasivos y contingencias de la entidad en liquidación, en la forma que hubiere determinado el liquidador en el contrato respectivo, de conformidad con las reglas de prelación de créditos previstas en la ley.

(…)

Cumplido el plazo de la liquidación en el acta final de liquidación por la cual se pone fin a la existencia legal de la entidad y, cuando sea del caso, se indicarán los activos que se transfieren o que se encuentran en un patrimonio autónomo de conformidad con el presente artículo, así como los pasivos que se pagarán con cargo a dicho patrimonio autónomo, y las obligaciones que asuman otras entidades con sujeción a lo previsto en el presente decreto.

Si al terminar la liquidación existieren procesos pendientes contra la entidad, las contingencias respectivas se atenderán con cargo al patrimonio autónomo al que se refiere el presente artículo o a falta de este, el que se constituya para el efecto. Lo anterior sin perjuicio de los casos en que la Nación u otra entidad asuman dichos pasivos, de conformidad con la ley”.

2. DEL CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL CONSTITUIDO PARA CONFORMAR EL PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DEL DESAPARECIDO INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

En decisión de fecha 14 de febrero del año que avanza, dentro del proceso adelantado por Isabel Cristina Valencia Henao en contra del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales, la Sala analizó el contrato de Fiducia constituido para conformar el PAR ISS, señalando en esa oportunidad que:

“El Instituto de Seguros Sociales en Liquidación, en virtud a la norma antes referida, constituyó el contrato de fiducia No 15 de 2015 con la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S.A. –Fiduagraria S.A.-para conformar el Patrimonio Autónomo de Remanentes de esa entidad, cuya finalidad “es la administración y enajenación de los activos que le sean transferidos; la administración, conservación, custodia y transferencia de los archivos; la atención de las obligaciones remanentes y contingentes, así como la atención y gestión de los procesos judiciales, arbitrales o reclamaciones en curso al momento de la terminación del proceso liquidatorio (…)”.

Así mismo al describirse el objeto del contrato de fiducia se establece que el mismo consiste en “la constitución de un patrimonio autónomo de remanentes destinado a (…)  d) atender los procesos judiciales arbitrales y administrativos o de otro tipo en los cuales sea parte, tercero, interviniente o litisconsorte el Instituto de Seguros Sociales en liquidación (…) e) Efectuar el pago de la obligaciones remanentes y contingencias a cargo del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación en el momento que se hagan exigibles”.
Frente a las obligaciones de la fiduciaria, el referido acuerdo establece en el literal c del numeral 3º de la cláusula séptima, concerniente a la defensa del Instituto de Seguros Sociales en liquidación en los procesos judiciales que se hayan iniciado con anterioridad al cierre del proceso liquidatorio y la extinción jurídica de la entidad, que la Fiduciaria debe efectuar el pago ´de conformidad con los recursos entregados por la liquidación y con cargo al fondo para la atención de condenas judiciales, las condenas Laborales en contra del Instituto de Seguros Sociales en liquidación, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 19º del Decreto 2013 de 2012, modificado por el artículo 3º del Decreto 652 de 2014.  El pago de las condenas laborales a cargo del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación procederá aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad´”
3. EXCEPCIONES DE MÉRITO PROCEDENTES CUANDO EL TITULO EJECUTIVO ES UNA SENTENCIA 
La norma jurídica que regula la formulación de excepciones de mérito que se pueden proponer en el trámite de un proceso ejecutivo es el artículo 442 del Código General del Proceso, el cual dispone lo siguiente:

“EXCEPCIONES. La formulación de excepciones se someterá a las siguientes reglas:

1. Dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación del mandamiento ejecutivo el demandado podrá proponer excepciones de mérito. Deberá expresar los hechos en que se funden las excepciones propuestas y acompañar las pruebas relacionadas con ellas.
2. Cuando se trate del cobro de obligaciones contenidas en una providencia, conciliación o transacción aprobada por quien ejerza función jurisdiccional, sólo podrán alegarse las excepciones de pago, compensación, confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, siempre que se basen en hechos posteriores a la respectiva providencia, la de nulidad por indebida representación o falta de notificación o emplazamiento y la de pérdida de la cosa debida. (Negrilla fuera de texto).

De la lectura de la norma citada, es fácil inferir, que en procesos ejecutivos que tienen como objeto la persecución de una obligación contenida en una sentencia, los mecanismos habilitados por la ley para atacar la acción de cobro que de dicho título se deriva son taxativos y ello es así, por cuanto la esencia de este tipo de trámites es la certeza de estar en presencia de una obligación actualmente exigible, de modo que, los argumentos que se utilicen para controvertir la misma no deben auspiciar disquisiciones sobre su existencia, sino más bien sobre su satisfacción.

De allí entonces, que se limite de esa manera el derecho de defensa que le asiste a la parte demandada en el proceso ejecutivo, a medios exceptivos que son característicos en el derecho civil por constituir los modos de extinción de las obligaciones. Y ello es así porque cualquier controversia que se pueda suscitar en relación a la existencia de las obligaciones, corresponde al escenario de los procesos declarativos.

4. CASO CONCRETO

Antes de entrar a dar solución al problema jurídico planteado conforme los consideración citadas, es necesario precisar que, a pesar de la restricción prevista en el artículo 442 del C.G.P. que limita la formulación de las excepciones que se deben proponer cuando el título ejecutivo es un sentencia judicial a las estrictamente consagradas en la norma, e incluso, condiciona su fundamentación a la ocurrencia de hechos posteriores a la sentencia que sirve como título de recaudo, en el presente asunto, la entidad excepcionante no fue vinculada al proceso ordinario y en ese sentido mal haría la Sala en limitar su medio de defensa, cuando se le imputa una obligación respecto de la cual no tenía conocimiento.
Para decidir lo que es materia de debate, debe precisarse que la acción laboral iniciada con el fin de que, previo reconocimiento de la existencia de un contrato de trabajo entre el Instituto de Seguros Sociales y el señor German Ricardo Novoa Gutiérrez, se dispusiera el pago de las acreencias y prestaciones de allí derivadas, fue presentada el día 31 de marzo de 2014, siendo admitida mediante auto de fecha 3 de abril de 2014, ordenándose la notificación a la Fiduprevisora S.A. en calidad de liquidadora del Instituto de Seguros Sociales.

Surtido el tramite pertinente, se profirió fallo de primera instancia el día 16 de septiembre de 2014, data para la cual aún no se encontraba liquidado de manera definitiva el Instituto de Seguros Sociales, pues recuérdese que tal decisión se produjo el 31 de marzo de 2015, mediante Decreto 553 del mismo año.

Por ello, aun cuando no se tiene noticia dentro del expediente que las obligaciones reclamadas en este proceso fueran relacionadas como crédito o pasivo contingente en el trámite liquidatorio, lo cierto es que ello no es óbice para que, de existir dineros dispuestos para el efecto, la fiduciaria realice el pago de la condena aquí reclamada, toda vez que en virtud a lo dispuesto en el literal c del numeral 3º de la cláusula séptima del contrato de fiducia No 15 de 2015, está previsto que se encuentra obligada a cancelar las condenas laborales a cargo del ISS en liquidación, “aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad”.

En este punto, debe llamarse la atención respecto a que no existe la posibilidad de embargar, indiscriminadamente bienes del patrimonio autónomo, pues para esta clase de asuntos, solo serían embargables aquellos que estuvieren destinados al cumplimiento de las condenas judiciales, más no los demás dineros y bienes dispuestos para el pago de los créditos debidamente presentados y graduados en la liquidación.

Sentado lo anterior, se tiene que, de acuerdo con el artículo 19 del Decreto 2013 de 2012 modificado por el artículo 3º del Decreto 652 de 2014, la Nación está llamada a atender las obligaciones del extinto ISS, siempre y cuando los recursos de dicha entidad no sean suficientes.  Además, el artículo 35 del Decreto 254 de 2000, modificado por el artículo 19 de la Ley 1105 de 2006, citado en extenso con anterioridad, indica que a la liquidación de la entidad, en el acta final debe indicarse los activos que se transfieren o que se encuentran en un patrimonio autónomo así como los pasivos que se pagarán con cargo a dicho patrimonio.
En el presente asunto, brilla por su ausencia dicha acta, la que resulta necesaria para establecer si con los activos que fueron trasferidos para constituir el PAR ISS, se tiene previsto pagar la obligación a favor del señor Novoa Gutiérrez, así como el acto administrativo por medio del cual se graduó y calificó el pasivo contingente clasificado, según el P.A.R.I.S.S., como “PACINORE” pasivo no cierto reclamado –fl 330-, correspondiente a aquéllas obligaciones litigiosas que no hicieron parte en el proceso de liquidación con una reclamación oportuna y que se tomaron como acreencias extemporáneas.
Tampoco se observa en el plenario la certificación o manifestación expresa del administrador fiduciario de la insuficiencia de recursos para atender el pasivo contingente, del cual haría parte el capital cobrado por el demandante, es más, según el escrito por medio del cual la Cartera llamada a juicio formuló excepciones, señaló que el PAR ISS en liquidación, al solicitarle información respecto al crédito del señor Novoa Gutiérrez,  indicó que se encontraba “en espera de la consecución de los recursos monetarios para realizar el pago de la obligación, mediante constitución de título judicial” –fl 310-. 
En ese orden de ideas, es claro que mientras no se tenga certeza de la falta de recursos para que el PAR ISS asuma el pago reclamado por esta vía, la Nación a través del Ministerio de Salud y Protección Social, -Decreto 541 de 2016 modificado por el Decreto 1051 de igual año-, no está llamada a responder por las obligaciones laborales a cargo del extinto Instituto de Seguros Sociales, en calidad de empleador.

Todo lo dicho, resulta suficiente para revocar parcialmente el auto apelado en orden a declarar probada la excepción de “Falta de Legitimación en la causa por pasiva”, quedando entonces desvinculada de la litis el Ministerio de Salud y Protección Social.  En ese sentido será modificado el ordinal primero de la providencia proferida por el Juzgado el 8 de junio de 2018.
Así mismo, atendiendo las resultas del presente proceso, el ordinal tercero será revocado.
Costas en esta instancia no se causaron. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR parcialmente el ORDINAL PRIMERO del auto proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el día 8 de junio de 2018, para declarar probada la excepción denominada “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”, formulada por el Ministerio de Salud y Protección Social. 
SEGUNDO: Desvincular del presente trámite al Ministerio de Salud y Protección Social.
TERCERO. REVOCAR el ORDINAL TERCERO de la misma providencia y en su lugar absolver al Ministerio de Salud y Protección Social de las costas procesales impuestas en la instancia anterior.

CUARTO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia recurrida.

Sin costas en esta Sede.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
                                                                                          Salva voto
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SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente a la decisión mayoritaria por cuanto considero que la apelación del PAR I.S.S., a pesar de que se declaró inadmisible, está encaminada precisamente a resaltar que no tiene dinero para pagar el crédito de este asunto, por lo que no es cierto que se presente una falta de claridad, y aunque existiera dicha falta de claridad, esa es la razón para mantener vinculado al Ministerio. Sólo la seguridad de que el PAR I.S.S. tiene recursos daría lugar a revocar la providencia de primera instancia. 

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
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